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Panamá, 16 de septiembre de 2016.
c-98-16

Señor
Jeremías Montero Carpintero
Cacique Regional Kádriri
Comarca Ngábe-Buglé
E. S. D.

Señor Cacique Regional:

Me dirijo a usted en ocasión de dar respuesta a su nota sin número, calendada 12 de
septiembre de 2016, por la cual solicita a esta Procuraduría que emita su opinión respecto a:

1) Si las elecciones de los delegados y de las autoridades tradicionales de la Coma¡ca
Ngnabe-Buglé, realizadas a¡tes del fallo de 28 de ab'ril de 2016, dictado por la Sala Tercera
de la Corte Suprema de Justicia, que decla¡a nulo el Decreto Ejecutivo No. 537 de 2 de junio
de 2010, el cual modifica algunos artículos del Decreto Ejecutivo No. 194 de 25 de agosto
de 1999, son válidas; y 2) Si los artículos del Decreto Ejecutivo Núm. 194 de 25 de agosto

de 1999 que fueron modificados medianfe el Decreto Ejecutivo Núm. 53'1 de2 de junio de
2010, el cual fue declarado nulo mediante el fallo de 28 de abril de 2016 de la Sala Tercera

de la Corte Suprema de Justicia, reviven o surgen nuevamente a la vidajurídica o no.

Como preámbulo a la respuesta que corresponde of¡ece¡ a las interrogantes planteadas,

estimamos preciso señalar que, tal como lo indica su nota, su investidura de Cacique Regional
de Káddri, Comarca Ngabe-Buglé, lo coloca en la especial condición de autoridad tradicional
indígena, reconocida por las leyes de la República, y, como tal, ejerce autoridad dentro de

una ampiia circunscripción territorial, sirviendo a las poblaciones originarias en ella
asentadas; por 1o que, a juicio de esta Procuraduí4 resulta procedente dar contestación a la
consulta formulada.

En ¡elación a su primera interrogante, este Despacho observa que la sentencia de 28 de abril
de2016, dictada por la Sala Tercera de lo Contencioso Adminisftativo de la Corte Suprema
de Justicia, en ocasión de la demanda de nulidad interpuesta por el licenciado Ascario
Morales, en representación de M¿iximo Saldaña (en su condición de Cacique General de la
Comarca Ngábe Buglé), para que se declare nulo por ilegal, el Decreto Ejecutivo No. 537 de

2 de junio de 2010, dictado por conducto del Ministerio de Gobierno y Justici4 se limita a

pronunciarse sobre la pretensión de la demanda y, en ese sentido, declara nulo por ilegal el

acto administrativo demandado, sin pronunciarse en modo alguno sobre la validez de las
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elecciones de los delegados y autoridades tradicionales de la Cqmarca Ngnabe-Buglé'

realizadas antes de emitirse dicho fallo, al amparo del Decreto Ejecutivo No.537 de 2 de

junio de 2010.

En relación a dicha temática es precisq advertir que, conforrne dispone el articttlo 1.42 de la

Constitución Política de la Repriblic4 conesponde al Tribunal Electoral, instituoión cuya

jurisdicción se extiende a todila República, garunttzar la.libe¡tad, honradez y eficaoia del

ruaugio popular. Igualmente, la constitución Política y la Ley le atribuyen a la jurisdicción

electó'rd, cómpetencia privativa para conocer de las controve¡sias que origine la aplicación

de la .,Ley dlectoral'i; categoí¡.a jurídica que en sentido material, abarca no sólo las

disposiciones contenidas en el código Electoral, sino también aquellas de natu¡aleza

electoral, contempladas en leyes especiales y normas reglamentarias que 1¿5 ds5arrqllan'

En el sentido anotado, el artículo 142 de la Constitución Poiítica dispone lo siguiente:

"Arffculo 142. Con el obieto de gsrantlzar la libertad' honradez y

eficacia del sufragio popular' 3e establece un tribunal autónomo e

independiente, denominado Tribuoal Electoral, al que se le reconoce

penonerfa jurfdica, patrimonio propio y derecho de administrarlo' Bste

lribunal interpretará y aplicará privativamente la Ley Electoral, di¡igirá'
vigilarl y fiscalizará la inscripción de hechqs ütales' deñrnciones'

naturalización y demás hechos y actos jurfdicos ¡elacionados con el

estado civil de las personas; la expedición de la cédula de identidad

personal y las fases del proceso electoral.

El Tribunal Electoral tendrá jurisdicciÓn en toda la República ( ') "
(Resaltado del Despacho).

Pof su pafte, el numeral 3 del artículo 143 constituoional, desarrollado en el ¿ímbito legal por

el nurreral 2 del ¿¡tículo 11 de ta Ley 5 de 9 de mar¿o de 2016, orgrínica del T¡ibunal

Electoral, dispone 1o siguiente:

"Artlculo 143' El Trlbunal Electoral tendrá" además de las que le confiere

la Ley, las siguientes atribuciones que ejercerá privativamente, excepto

las consignadas en los numerales 5, 7 y 10:

(... )
3. Reglamentar la Ley Electoral, interpretatlay aplicul4 y conocer de las

controYersi4s que origine su aplicación'
(... )

Las decisiones en materia electoral del T¡ibunal Electoral únicamente son

r€curribles ante él mismo y, una v€z cumplidos los trámites de Ley'
serán def¡nitivas, irrevocables y obligatorias.

Contra estas decisiones sólo podrá ser Bdmitido el recurso de

inconstitucionalidad." (Resaltado del DesPacho)

En io concemiente a ia elección de los órgalos de gobiemo y autolidades tradicionales de la

comarca Ngábe Bugle, los ardculos 18 y 25 de 1a ky l0 de 7 de marzo de 1997, "Por la
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cual se crea la comarca Ngdbe Buglé y se tomar oÚas medidas", en su pafte medular,

disponen 1o siguiente:

"Artfcuto 18. (...) La Cartt Orgánica estableceró la forma como

funciona¡án y se organizarán los Congresos Generales, Regionales y
Locales, asf como la forma de elegir a sus dirigentes (...)". G'esalt¿do
del Despacho).

"Artlculo 25. L¿ máxina autoridad tradicional de la Comarca es el cacique

generat (siy', quien te[drá dos suplent€s, elegidos por el Congreso General,
mediante votación popular democrátic4 por un perlodo de seis afios. Dicha
elección la reaüzarí el Congeso Gener¿I, s€gún procedimiento
democrático establecido en la Carta Orgánica, basado en las normas
de procedimiento y de acuerdo con principios establecidos en la
Constitución Polfticfl ,

De igual manera, se elegirán los caciques regionales y locales, por sus

respectivos Congresos Regionales y Locales. El Tribunal Electoral
superrisará las elecciones". @esalhdo del Despacho).

Como se aprecia, los artículo 18 y 25 de la Ley l0 de 1997 son normas legales especiales, en

materia electoral, que remiten a la aplicación de nomras de procedimiento electoral' de

ca¡ácter reglamentario, establecidas en la Carta Orgánica de la Comarca Ngábe Buglé, con

sujeción a los principios establecidos en la Constitución Política en la materia; norma

fundamental que como se ha señalado, prevé la existencia de un Tribunal autónomo e

independiente, denominado Tribunal Electoral, conjurisdicción en toda la Reprlblic4 que de

modo privativo ejerce las funciones inherentes a 1a jurisdicción electoral; entre las cuales

figura el conocimiento de las controversias que origine la aplicación de las normas legales

que regulan la materia electorai.

En virtud de lo indicado damos respuesta a su pdmera interrogante señalando que ajuicio de

este Despacho, corresponde de modo privativo al Tribunal Electoral, pronunciarse sobre la

validez de las elecciones de los delegados y autoridades tradicionales de la Comarca Ngnábe-

Buglé, realizadas al amparo del Decreto Ejecutivo No. 537 de 2 de junio de 2010, antes que

el mismo fuese deciarado nulo por ilegal, por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia'

En relación a su segunda pregunt& sobre la reviviscencia o no de los artículos del Dec¡eto

Ejecutivo Núm. 194 de 25 de agosto de 1999 que fueron modificados mediante el Decreto

Ejecutivo Núm. 537 de 2 dejunio de 2010, el cual fue declarado nulo mediante el fallo de 28

de abril de 2016 de la Sala Tercera de la Corte Suprerna de Justicia resulta preciso anotar

que en la materia existen dos reglas: La contemplada en el axtículo 37 del Código Civil,
confoÍne aI cual, una disposición derogada sólo recobrará su fuerza en la forma en que

aparezca reproducida en rma ley nuev4 o en el caso de que la iey posterior a la detogatoria

establezca de modo expreso que recobra su vigencia; y la que se daría en virhrd de una
declaratoria de inconstitucionalidad, de una ley derogatoria (Ver sentencia de 11 de agosto

de 2014, proferida por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia).
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Siendo que en el caso que nos ocup4 el Decreto Ejecutivo Nrlrr. 537 deZ dejunio de 2010,

decla¡ado nglo mediante la aludida sentencia no es de rango legal, sino reglamentario, es la

opinión de este Despacho, que lo concemiente a la validez de las normas reglamentarias

cóntenidas en el Decreto Ejecutivo Núm. 194 de 25 de agosto de 1999, modificadas por

aquéI, debe ser objeto de pronunciamiento por la Sala Tercera de la Corte Suprema de

Justicia, confonne a lo previsto en el artículo 206 constitucional.

A manera de conclusiór¡ somos del c¡iterio que la determinación, en cuanto a la validez o no

de todos los temas relacionados con procesos electorales, conespondeÉ al Tribunal

Electoral.

En cuafito a la reviviscencia de una ley o de una disposición regJamentaria, dicha facultad

corresponderá a la Corte Suprema de Justicia o a la Sala Tercera de dicho alto tribmal.

Hago propicia la ocasión para reiterarle los sentimientos de mi consideración y aprecio.

Atentamente,

RGVÍ/

Rijobtrlto Gonzá{ez Montene
Procurador de la Adminishaci


